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‘‘(…) 
Parágrafo.
En los procesos donde hubiere controversias sobre las liquidaciones de créditos de vivienda individual a largo plazo, deberá solicitarse a la Superintendencia Financiera de Colombia que mediante peritación realice la liquidación de los mismos. De igual manera, emitirá concepto en el que se determine si las reliquidaciones de los mencionados créditos fueron realizadas correctamente por los establecimientos de crédito y, cuando hubiera lugar a ello, efectuar la reliquidación. ’’



1. Cargos del accionante
El parágrafo del artículo 234 de la Ley 1564 de 2012 va en contravía de los artículos 2, 29, 116, 228 y 229 de la Constitución Política. 
La norma demandada representa una afectación evidente a los principios de autonomía e imparcialidad del juez, al principio de autonomía de la función jurisdiccional y privilegia un parámetro normativo (tarifa legal) respecto del derecho sustancial, pues faculta a una autoridad de carácter administrativo (Superintendencia Financiera) para que, mediante una figura jurídica de índole probatorio (peritaje), emita una resolución o influya de manera contundente en la toma de una decisión cuya competencia recae en los jueces de la República, constituyendo esto una flagrante violación de los principios de separación de poderes y autonomía e independencia de los jueces. 
Por otro lado, el parágrafo se encuentra en contradicción con los artículos 29 y 116 de la Constitución comoquiera que los conflictos que se susciten, por ejemplo, dentro de trámites de procesos ejecutivos, no serán resueltos por el juez competente sino que, dando una apariencia de legalidad, vía recaudo de una prueba, está trasladando esa competencia a una autoridad de carácter administrativo, lo cual se traduce en una vulneración al debido proceso y a los principios de legalidad y excepcionalidad de las funciones jurisdiccionales de autoridades administrativas. 
Por último, al ser ineficaz para alcanzar el propósito para el cual fue diseñada, la norma es violatoria del artículo 229 de la Constitución, como quiera que no responde a criterios de razonabilidad y proporcionalidad pues imponer el recaudo de una prueba al juez conlleva a una mayor congestión y tardanza en la materialización de la posibilidad de que la autoridad competente resuelva el asunto que le ha sido planteado de manera efectiva y eficaz. 
1. Actuación
El 22 de julio de 2015 la demanda fue sometida a reparto. 
El 30 de julio de 2015 se profirió el auto de inadmisión, corrección o adición de la demanda. 
[bookmark: _GoBack]El 30 de julio de 2015 se profirió el auto de corrección o adición de demanda. Fijación/desfijación. 
El 3 de agosto se profirió auto de corrección o adición de demanda. Ejecutoria.
El 6 de agosto se presentó la demanda corregida o adicionada. 
El 20 de agosto se profirió auto de rechazo de demanda.
El 24 de agosto se profirió auto de rechazo de demanda. Fijación/desfijación. 

